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Resumen
El llamado efecto Rashomon es bien conocido en el campo de las 
ciencias sociales y hace referencia a la inevitable subjetividad que 
afecta a todo testimonio, de manera que los diversos relatos de unos 
mismos hechos constituyen hechos distintos, pudiendo ser todos 
igualmente plausibles. Dicho efecto no afectaría en principio a los 
jueces quienes, como es bien sabido, aplican el derecho a unos 
“hechos probados” que, por ello mismo, no son susceptibles de di-
versos relatos. En las páginas siguientes, sin embargo, analizaremos 
un caso en el que, al parecer, el efecto Rashomon sí sería de aplica-
ción también a los jueces, derivando las conclusiones pertinentes. 

Palabras clave: Hechos, tribunales, efecto Rashomon, hechos probados, 
pos-justicia.

1. Introducción: El efecto Rashomon
Parece haber acuerdo generalizado en que la película 

Rashomon (1950) de Akira Kurosawa, sirve como ninguna otra 
(GUBERN 1971,183) para ejemplificar lo que se ha denominado 
“cuestionable sencillez de los hechos” (ANDRÉS 2015, 152) no 
sólo en el ámbito jurídico sino en el de las ciencias sociales, ha-
biendo dado nombre por ello al efecto Rashomon. Un efecto que 
hace referencia a la inevitable subjetividad que afectaría a todo 
testimonio de tal manera que los diversos relatos de unos mismos 
hechos constituyen hechos distintos, todos igualmente plausibles 
(RIVAYA 2015,30). Y es que, ciertamente, la película, constituida 
por cuatro testimonios de unos mismos hechos, sume al espec-
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tador en la mayor perplejidad al comprobar que los diversos,-y 
contradictorios-, relatos sobre unos mismos hechos son todos 
igualmente plausibles. 

Cuatro testimonios, decimos y no decimos bien, pues uno de 
los cuatro testigos, el campesino, el único que parece no participar 
directamente en los hechos, realiza un doble testimonio. Primero 
ante las “autoridades” y luego, al final de la película, otro dife-
rente, ante el otro campesino y el monje, justificando las diferen-
cias entre ambos testimonios en que “no quería problemas”. Con 
todo lo cual estaríamos no ante cuatro sino ante cinco testimonios 
diferentes y contradictorios si bien todos igualmente plausibles.

Y en efecto, el testimonio del bandido confesando ser el ase-
sino del esposo tras haber “violado” a la esposa y después de 
que ésta le pidiera que matara a su marido, resulta perfectamente 
plausible. Al igual que resulta plenamente plausible el testimonio 
de la mujer del que se sigue que habría sido ella quien mató a su 
marido al no soportar la mirada de reproche que éste le dirigía 
tras haber hecho el amor con el bandido. Una plausibilidad que 
igualmente se predicaría del testimonio del esposo muerto, -pres-
tado a través de una vidente-, y del que se sigue que se habría 
suicidado al no soportar la deshonra que le había provocado el 
comportamiento de su mujer. Finalmente resultan igualmente 
plausibles los dos testimonios del campesino al principio y al final 
de la película.

Cinco testimonios, cinco relatos ciertamente plausibles pero 
también contradictorios lo cual deja absolutamente perplejo al 
espectador que efectivamente no sabe qué hechos se han produ-
cido. No sabe si ha habido un asesinato del esposo por obra del 
bandido o de la esposa o si, más bien, se ha trata de un suicidio. 
Tampoco sabe si se ha producido una violación de la esposa por 
parte del bandido o si, por el contrario, ha habido relaciones se-
xuales consentidas entre ellos. Tampoco sabe, en fin, si ha habido 
o no hurto de la daga por parte del campesino… 

¿Al espectador o, más bien, al juez? Y es que con una maes-
tría que ciertamente hace de la película un clásico, Kurosawa con-
vierte al espectador en juez al utilizar primeros planos tanto en 
el primer testimonio del campesino como en los del bandido, la 
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esposa y el del marido a través de la vidente. Todos ellos miran di-
rectamente al espectador, contestando a sus supuestas preguntas 
y convirtiéndole de ese modo en la autoridad ante la que se está 
prestando testimonio; en la autoridad que se supone será la que 
decidirá en último término cuáles han sido los hechos.

Así las cosas, no es de extrañar que se haya defendido que 
esta película resulta imprescindible para los aspirantes a jueces y 
ciertamente parece dejar bien a las claras que el juez se convierte 
en un narrador privilegiado obligado a describir unos hechos que 
no ha conocido directamente, absolutamente incontrastables en 
condiciones idénticas, que ya nunca más volverán a producirse 
y sobre los que en adelante sólo podrá actuarse interpretativa-
mente (RIVAYA, 2015, 31). 

Pero puede que no siempre sea así; puede que, en ocasiones, 
haya hechos “sencillos”, por así llamarlos, de modo que el juez 
no tenga por qué convertirse en el narrador privilegiado que es-
tablece los “hechos probados” pues tales hechos aparecerían ya 
claramente probados de antemano. En otros términos, puede que 
el viejo brocado Da mihifactum, dabo tibi ius, “Dame los hechos 
y te daré el derecho” que ha expresado durante siglos la función 
de los jueces, siga aún vigente.

Ahora bien, puede también que hechos “sencillos” sean rela-
tados de forma diferente por los diversos jueces, por las diversas 
instancias judiciales que han de “relatarlos”. En otras palabras, 
puede que, contra lo que pudiera pensarse, el efecto Rashomon 
también se dé entre los jueces incluso cuando no tendría que por 
qué producirse, como quizás sea el caso que procedemos a re-
latar a continuación.

2. Hechos
El caso en cuestión se originó en una reformatio in peius 

ciertamente especial. En concreto, en el hecho de que dos 
Comités asesores de la Comisión Nacional de la Evaluación de 
la Actividad Investigadora (CNEAI), - idénticos en cuanto a la 
mayoría de sus miembros (presidente y especialista incluidos)-, 
primero aprobaron con un 6 dos aportaciones científicas y 



Aurelio de Prada García

50

luego, en la convocatoria del año siguiente, las suspendieron 
con un 4,5 sin más motivación que el cambio en la composición 
del Comité. Motivación plenamente avalada por la CNEAI.

Tales hechos, documentalmente probados por la petición 
que el interesado realizó a la CNEAI al respecto, llevaron a que 
planteara un recurso de alzada en el que, a partir de la compo-
sición materialmente idéntica de los dos Comités en cuanto a 
su presidente y la mayoría de los vocales, especialista incluido, 
a que acabamos de aludir, se impugnaba la Resolución dene-
gatoria de sexenio basándose en la interdicción de la arbitra-
riedad establecida en el artículo 9.3 de la vigente Constitución 
Española (CE) y en el principio “nadie puede ir contra los pro-
pios actos”. 

Hasta aquí, los hechos resultan de lo más claro y diáfano, 
sencillos en el sentido de que están probados documental-
mente y de que, por tanto, no permitirían más que un único 
relato y la aplicación sin mayores problemas del brocado latino 
da mihi factum dabo tibi que, como se apuntó más arriba, ha 
expresado durante siglos la función de los jueces. 

Ahora bien, tales hechos sencillos vinieron a complicarse un 
tanto porque el solicitante de sexenio planteó el recurso de 
alzada un día después de haber vencido el plazo legalmente 
establecido. Una circunstancia en la que, por lo demás, reparó 
inmediatamente y ello hasta el punto de que ese mismo día en 
que presentó el recurso, dirigió sendos escritos al Coordinador 
General de la CNEAI, al Presidente del Comité asesor y al 
Catedrático del área de conocimiento concernida exponiendo, 
literalmente, lo siguiente:

-“Que por error material en el cómputo de fechas ha pre-
sentado recurso de alzada contra la resolución de la CNEAI 
que le denegaba el sexenio solicitado en la convocatoria un 
día después de vencido el plazo legalmente establecido (Se 
adjunta copia del recurso como Doc. n. 1)  

-Que, por ello y dada la especial relevancia de los hechos 
probados y los fundamentos de derecho contenidos en dicho 
recurso,

SOLICITA se revise de oficio dicha resolución dándose 
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previo traslado de dicho recurso al COMITÉ CIENTIFICO N. 
cuyo informe hizo suyo la CNEAI.

Escritos que, al día siguiente, remitió, en los mismos tér-
minos, a los demás vocales de dicho Comité científico asesor.

Así las cosas y pese a esta complicación, parece que, hasta 
aquí, los hechos, siguen siendo “sencillos” en el sentido de 
que están documentalmente probados y de que, por tanto, 
permiten un único relato y la aplicación del brocado Da mihi 
factum, dabo tibi ius, sin que quepa efecto Rashomon alguno. 

Resumiendo, con vistas a clarificar al máximo, los hechos 
probados serían los siguientes:

1º) Dos aportaciones científicas fueron primero aprobadas y 
luego suspendidas por dos Comités asesores de la CNEAI ma-
terialmente iguales en cuanto al Presidente y la mayoría de sus 
vocales, especialista incluido. Actuación plenamente avalada, 
haciéndola suya, por la CNEAI.

2º) Ante ello el solicitante de sexenio, tras pedir las certifi-
caciones correspondientes, planteó recurso de alzada basado 
en la interdicción de la arbitrariedad y en el principio “nadie 
puede ir contra sus propios actos”, si bien dicho recurso fue 
presentado al día siguiente de vencer el plazo.

3º) Habiéndose dado cuenta de ello inmediatamente, el re-
currente el mismo día en que formalizó el recurso, reconoció su 
extemporaneidad y solicitó revisión de oficio de dicha actua-
ción en sendos escritos al Coordinador General de la CNEAI, al 
Presidente del Comité asesor y al Catedrático del área de co-
nocimiento concernida en los términos vistos. Al día siguiente, 
dirigió dichos escritos en los mismos términos a los demás vo-
cales de dicho Comité asesor.

Los hechos parecen, pues, “sencillos”, susceptibles solo 
de un único relato sin posibilidad de efecto Rashomon alguno 
pero, como se verá inmediatamente, dieron lugar a otro relato, 
ciertamente diferente, por parte de la Sección Quinta de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional al 
resolver un recurso contencioso administrativo planteado al 
respecto.
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3. En la Audiencia Nacional
En efecto, el reconocimiento expreso de extemporaneidad 

del recurso de alzada y la petición de revisión de oficio que 
le acompañaba a que acaba de aludirse no fueron aten-
didos, por lo que el recurrente acabó formalizando Recurso 
Contencioso Administrativo ante la Sección Quinta de la Sala 
de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional 
(P.O. 1160/2009). Recurso que fue desestimado, -sin condena 
en costas-, por Sentencia en la que podía leerse (párrafo ter-
cero del primero de los Antecedentes de Hecho) lo siguiente:

“Notificada la resolución de 10 de junio el siguiente 28 de 
junio, el 29 de julio se presentó recurso de alzada. El mismo 
día 29 de julio y el siguiente día 30 de julio el interesado di-
rigió sendos escritos al Coordinador General de la Comisión 
Nacional de Evaluación de la Actividad Investigadora, al 
Presidente y a los Vocales del Comité científico número reco-
nociendo la extemporaneidad de su recurso de alzada y en so-
licitud de que “se revise de oficio dicha resolución” y “se revise 
de oficio el informe evacuado por el Comité” respectivamente.

No parece preciso utilizar muchas palabras para mostrar las 
diferencias que cabe apreciar entre los escritos del recurrente 
y el relato que la Sección hace de los mismos. Y en efecto, 
ante todo se observa inmediatamente que en el relato de la 
Sentencia no se hace distinción entre los destinatarios de los 
escritos dirigidos por el recurrente el mismo día que presentó 
el recurso de alzada: el Coordinador General de la CNEAI, el 
Presidente del Comité y el Catedrático del área de conoci-
miento concernida y los destinatarios de los escritos del día 
siguientes: los demás vocales de tal Comité. 

Así las cosas, en el relato de los hechos de la Sección Quinta 
no cabe apreciar quiénes son los destinatarios de los escritos 
de cada uno de esos días y además no se cita expresamente 
al Catedrático del área de conocimiento concernida al que el 
recurrente remitió el escrito el mismo día que al Coordinador 
General de la CNEAI y al Presidente del Comité. Con lo cual 
del relato de los hechos de la Sección Quintano se sigue en 
absoluto, sino más bien todo lo contrario, que en los Comités 
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que primero aprobaron y luego suspendieron las mismas apor-
taciones científicas hubiera un catedrático de la misma área de 
conocimiento que el recurrente. 

Por otra parte, y dejando al margen que la petición del recu-
rrente en dichos escritos, esto es;

“SOLICITA se revise de oficio dicha resolución dándose 
previo traslado de dicho recurso al COMITÉ CIENTIFICO N. 
cuyo informe hizo suyo la CNEAI.

No coincide exactamente con el resumen de la misma que 
hace la Sección 

…solicitud de que “se revise de oficio dicha resolución” y “se 
revise de oficio el informe evacuado por el Comité”…

Se observa inmediatamente que, en el relato que se hace en 
la Sentencia, no hay mención alguna de la motivación de dicha 
petición de revisión de oficio que, sin embargo, sí aparecía alu-
dida en los escritos del recurrente: 

“- Que, por ello y dada la especial relevancia de los hechos 
probados y los fundamentos de derecho contenidos en dicho 
recurso.”

En otras palabras, en dicho párrafo del primero de los 
Antecedentes de Hecho de la citada sentencia no se hace men-
ción alguna de los hechos y los fundamentos del recurso de 
alzada aportado como Documento nº.1 en los escritos de reco-
nocimiento de extemporaneidad del recurso y de petición de 
revisión de oficio.

Podría objetarse a esta última observación que nuestro aná-
lisis es excesivamente puntilloso y no lleva a ningún lado, pero 
el caso es que en dicho Antecedente de Hecho no se hace men-
ción alguna del motivo último del Recurso contencioso adminis-
trativo: el hecho de que dos Comités científicos asesores de la 
CNEAI materialmente idénticos en cuanto a su Presidente y a la 
mayoría de sus vocales, especialista incluido, habían aprobado 
primero dos aportaciones científicas suspendiéndolas al año si-
guiente. Hecho que no sólo no figura ahí, en ese Antecedente de 
Hecho, sino que tampoco aparece en parte alguna del resto de 
la Sentencia de la Sección Quinta de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la Audiencia Nacional. 
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Así las cosas, los hechos “sencillos” que, como vimos, pa-
recían susceptibles de un único relato, sin que cupiera efecto 
Rashomon alguno, lo son, sin embargo, de al menos dos y es 
que, como se ve, en el relato de los hechos realizado por dicha 
Sección Quinta no se incluye el motivo último del Recurso con-
tencioso administrativo: la especial reformatio in peius a la que 
hemos aludido repetidamente.

Dos relatos sobre unos mismos hechos, decimos y decimos 
mal, pues sólo habría un relato, solo habría unos hechos, los 
relatados en la Sentencia. Y en efecto, la especial reformatio in 
peius, no se habría producido dado que no figura en el relato 
privilegiado de la Audiencia Nacional; en el relato “oficial”, 
por así decirlo, ya que en los repertorios jurisprudenciales se 
publica la sentencia sin más, de modo que los “hechos pro-
bados” del caso son los que la Sección Quinta reflejó en dicha 
Sentencia.

Todo ello parece llevar a la conclusión obligada de que el 
efecto Rashomon, contra lo que pudiera pensarse, se produce 
también en sede judicial en la que, como acaba de verse, 
hechos “sencillos” en cuanto documentalmente probados, son 
susceptibles de relatos diferentes o, por mejor decir, de otro 
relato que además resulta ser el único, el “oficial”. Una conclu-
sión tanto más obligada, por lo demás, cuanto que, como se 
verá a continuación, otra Sección de la Sala de lo Contencioso 
Administrativo de la Audiencia Nacional hizo otro relato “ofi-
cial” de los hechos. Hechos que, por cierto, volvieron a compli-
carse de nuevo otro tanto.

4. Más hechos y de nuevo en la Audiencia Nacional.
Y es que el recurrente en lugar de recurrir la Sentencia recién 

analizada por no haberse recogido los hechos en su integridad, 
por no coincidir el relato fáctico “oficial” de la sentencia con 
los hechos “sencillos”, documentalmente probados, optó por 
plantear, al amparo de los artículos 62.1 y 102.1 de la Ley de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa (LJCA), una Solicitud 
de Declaración de oficio de nulidad de pleno Derecho de la 
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Resolución de la CNEAI en la que se habían producido la espe-
cial reformatio in peius origen del caso.

Dicha solicitud fue inadmitida por Resolución del Ministerio 
de Educación, Cultura y Deporte, ante lo cual el recurrente for-
malizó Recurso Contencioso Administrativo ante la Sección Sexta 
de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia 
Nacional (P. O. 439/2012). En él, el recurrente además del cum-
plimiento de los requisitos establecidos en los artículos 62.1 
y 102.1 de la LJCA alegaba no sólo arbitrariedad y violación 
del principio nemo contra factum propium venire potest, sino 
también discriminación en relación a terceros dado que había 
tenido conocimiento de un cambio en el modus operandi de 
los Comités asesores según el cual dicha especial reformatio in 
peius y cualquier otra ya no serían posibles. Al parecer, cuando 
los Comités tenían que volver a evaluar aportaciones cientí-
ficas ya previamente evaluadas, se les hacía llegar la calificación 
previa y no podían modificarla sino al alza.

Así pues, los hechos “sencillos” de la especial reformatio in 
peius inicial parecían complicarse nuevamente un tanto pues, 
presuntamente, habrían dado lugar a nuevos hechos; en con-
creto, al cambio de modus operandi de los Comités evaluadores 
de modo que ya no fuera posible reformatio in peius alguna. No 
parece preciso recalcar que, de ser cierto, este nuevo hecho su-
pondría una discriminación del recurrente en relación a terceros 
a los que se les estaría aplicando ese nuevo modus operandi al 
tiempo que se rechazaba la solicitud del recurrente de declara-
ción de oficiode nulidad de pleno derecho de la especial refor-
matio in peius objeto último del pleito.

Ahora bien, como esta información se había obtenido de 
manera no oficial, el recurrente trató de demostrarla, así como 
la consiguiente discriminación en relación a terceros, propo-
niendo la práctica de cuatro pruebas testificales. Las dos pri-
meras dirigidas a la Secretaria de Estado de Universidades y al 
Coordinador General de la CNEAI para conseguir información 
de la fecha y el autor de la decisión de dicha modificación del 
modus operandi así como de los casos concretos en los que se 
había aplicado desde entonces.
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Dado que era la parte demandada la que tenía que facilitar 
esta información, las otras dos peticiones de prueba se dirigían a 
los presidentes y a los especialistas de los Comités asesores pos-
teriores a los efectos de corroborar las dos primeras testificales. 
Esto es, para conocer tanto si efectivamente se les había tras-
ladado las calificaciones previas de las aportaciones científicas 
que se volvían a evaluar, cuanto los casos concretos a los que se 
habrían aplicado este presunto nuevo modus operandi.

La Sección admitió dichas peticiones (excepto la última, la 
referida a los especialistas) y se practicaron en los términos que 
se relatan a continuación. En lo que se refiere a la Secretaria de 
Estado de Universidades, pese a la obligación constitucional de 
colaborar con jueces y tribunales (Artículo118. 1 CE), no con-
testó ni una sola palabra sin dar además justificación alguna de 
ello. Por lo que toca al Coordinador General de la CNEAI, no 
contestó la primera pregunta aduciendo que acababa de ser 
nombrado en el cargo y en cuanto a la segunda pregunta tam-
poco la contestó, aduciendo que ello implicaría el cese del ser-
vicio público prestado por la CNEAI. 

Finalmente, en lo que respecta a la tercera prueba admitida, 
la dirigida a los presidentes de los Comités científicos asesores, 
la primera pregunta fue respondida afirmativamente mientras 
que la segunda aparecía modificada, habiéndose introducido 
un “no” en la pregunta que la hacía ininteligible. Y así, en lugar 
del tenor original:

“si se modificaron alguna de esas calificaciones, especificán-
dose el título de la aportación,…”, se leía: “si no se modificaron 
alguna de esas calificaciones, especificándose el título de la 
aportación,…”

A todo esto, no parece preciso insistir en que los hechos “sen-
cillos” de la especial reformatio in peius origen del caso habían 
dado lugar a nuevos hechos como consecuencia de la prác-
tica de las pruebas testificales admitidas por la Sección Sexta. 
Nuevos hechos o más bien omisiones, como en el caso de la 
Secretaria de Estado que no contestó las preguntas a ella diri-
gidas, y hechos alterados, -modificaciones, por decirlo de algún 
modo-, como es el caso de la segunda pregunta de la testifical 
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dirigida a los presidentes de los Comités asesores posteriores.
Resumiendo de nuevo a los efectos de la mayor clarificación, 

los hechos “sencillos” iniciales objeto último del pleito, la espe-
cial reformatio in peius inicial, esto es:

1º) Dos aportaciones científicas fueron primero aprobadas y 
luego suspendidas por dos Comités asesores de la CNEAI ma-
terialmente iguales en cuanto al Presidente y la mayoría de sus 
vocales, especialista incluido. Actuación plenamente avalada, 
haciéndola suya, por la CNEAI.

2º) un cambio de modus operandi de dichos Comités ase-
sores de modo que no pudieran producirse reformatio in peius 
alguna.

Con vistas a demostrar que ese hecho se había producido el 
recurrente 

3º) solicitó recibimiento a prueba de varias testificales que 
fueron aceptadas por la Sala y practicadas en los términos vistos, 
documentalmente probados, esto es:

4º) la ausencia de respuesta por parte de la Secretaria de 
Estado de Universidades, las excusas del Coordinador General 
de la CNEAI y la modificación del tenor de la segunda pregunta 
dirigida a los presidentes de los Comités posteriores.

Ante estos nuevos hechos “sencillos”, en el sentido de 
documentalmente probados, y al amparo de la legislación vi-
gente, el recurrente realizó una doble petición a la Sección. 
Primariamente, solicitó la práctica de la prueba no realizada, la 
dirigida a la Secretaria de Estado de Universidades, y la repe-
tición de la prueba en la que se había modificado el tenor de 
la segunda pregunta dirigida a los Presidentes de los Comités 
posteriores. Subsidiariamente, a la vista del resultado de la prác-
tica de la prueba, el recurrente solicitó se tuviese por probada la 
discriminación en relación a terceros a los que el nuevo modus 
operandi se estaría aplicando.

La Sección no atendió estas peticiones, declaró conclusas las 
actuaciones, dictó sentencia desestimatoria del recurso conside-
rando que “no se había demostrado la discriminación alegada”y 
condenó al recurrente al pago de las costas en una sentencia en 
la que el relato “oficial” de los hechos, el que figura en los reper-
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torios jurisprudenciales, no coincidía con los hechos sencillos de 
la especial reformatio in peius inicial ni con los de la práctica de 
la prueba a que acabamos de aludir.

En efecto, los hechos que dieron lugar al caso, -la especial 
reformatio in peius inicial-, no aparecían en la Sentencia tal y 
como se habían producido. No había mención alguna al hecho 
documentalmente probado de que los dos Comités asesores 
de la CNEAI que aprobaron primero con un 6 y luego, al año 
siguiente, suspendieron con un 4,5 dos aportaciones científicas 
eran idénticos en cuanto al presidente y a la mayoría de sus vo-
cales (especialista incluido). Según la sentencia, los hechos eran 
simplemente que dos contribuciones científicas habían sido pri-
mero aprobadas con un 6 y luego suspendidas con un 4.5 por 
dos Comités asesores sin que en toda la Sentencia se hiciera la 
menor alusión a su composición.

Por lo demás, en el relato “oficial” de la Sentencia tampoco 
aparecían los hechos probados “sencillos”, en cuanto documen-
talmente probados, relativos a la práctica de la prueba admitida. 
Y es que la única menciona las pruebas realizadas eran las pala-
bras “practicadas las declaradas pertinentes”, sin que hubiera la 
menor referencia al comportamiento de la Secretaria de Estado 
de Universidades, del Coordinador General de la CNEAI o a la 
modificación de la segunda de las preguntas dirigidas a los pre-
sidentes de los Comités científicos asesores que acabamos de 
relatar. 

Según la sentencia, según el relato “oficial” de los hechos, 
pues, la Secretaria de Estado no solo no había contestado, el 
Coordinador de la CNEAI no sólo no se había excusado, la mo-
dificación de la segunda pregunta dirigida a los Presidentes de 
los Comités posteriores no solo no se había producido sino que 
ni siquiera habían tenido ocasión de producirse tales hechos 
pues en lugar alguno de la Sentencia figuraba que se hubiesen 
admitido la práctica de pruebas que llevaron a ese resultado. 
Un resultado, unos hechos “sencillos”, documentalmente pro-
bados, pero que no figuran en el relato “oficial” de los hechos y 
que, por tanto, no han ocurrido “oficialmente”.

Así pues, hemos de concluir de nuevo que, contra lo que 
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pudiera pensarse, el efecto Rashomon se produce también en 
sede judicial cuando en principio no cabría en modo alguno que 
se produjera. Tiene lugar incluso cuando, como se ha visto, hay 
hechos “sencillos” documentalmente probados que permitirían 
la aplicación del brocado Da mihifactum, dabo tibi ius, pero que 
sin embargo, son relatados de forma distinta en el relato “ofi-
cial”, en los “hechos probados” de la sentencia. 

Más aún, hemos de concluir que esta manifestación concreta 
del efecto Rashomon en un ámbito, el judicial, en el que, en 
principio, no cabría está plenamente vigente en nuestro orde-
namiento jurídico pues, como se verá a continuación, la actua-
ción de la Sección Sexta, su relato “oficial” de los hechos, fueron 
plenamente avalados por las instancias judiciales superiores de 
nuestro sistema jurídico que ciertamente tuvieron ocasión de 
pronunciarse al respecto.

5. En el Tribunal Constitucional y en el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos.

Y es que, a todo esto, contra toda la evidencia anterior, el 
recurrente seguía pensando que los hechos “sencillos”, docu-
mentalmente probados, no podían ser objeto de relatos dife-
rentes en sede judicial. En otros términos, pensaba que el efecto 
Rashomon tenía límites y, en concreto, que no podía darse en 
los Tribunales cuando los hechos origen del litigio estaban docu-
mentalmente probados. Todo lo cual le llevó, en primer término, 
a plantear un incidente de nulidad de actuaciones ante la propia 
Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso Administrativo de la 
Audiencia Nacional.

Dicho incidente se basaba en la presunta violación del de-
recho a obtener la tutela judicial efectiva de jueces y tribunales 
(art. 24.1 CE) que se seguía, en opinión del recurrente, del hecho 
de que en la sentencia se había modificado los hechos realmente 
objeto de controversia, la especial reformatio in peius inicial, y 
se habían omitido los resultados de la práctica de la prueba en 
los términos vistos. 

Como era fácilmente previsible, dado que se planteaba ante 
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el mismo órgano que había dictado la sentencia, el incidente fue 
desestimado, si bien sin condena en costas ni multa. A la vista 
de lo cual, el recurrente planteó recurso de amparo (R.A. 5497-
2014) ante el Tribunal Constitucional (TC). En él se utilizaba la 
misma argumentación que en el incidente, -la vulneración del 
derecho a la tutela judicial efectiva- y en consecuencia, se so-
licitaba, primariamente, que se tuvieran en cuenta el resultado 
de la práctica de la prueba dándose la razón al recurrente en 
virtud de la aplicación del principio “quien, -debiendo hablar-, 
calla, otorga” y subsidiariamente, para el caso de no aceptarse 
esta primera petición, se declarase nula de pleno derecho dicha 
sentencia y se retrotrajesen las actuaciones dictándose nueva 
sentencia que tuviera en cuenta los hechos documentalmente 
probados. 

En los términos que aquí importan, se solicitaba que se de-
clarase nulo el relato “oficial” de los hechos efectuado por la 
Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso de la Audiencia 
Nacional y, en su lugar, se efectuase un relato que tuviera en 
cuenta los hechos “sencillos”, en cuanto documentalmente pro-
bados, de la especial reformatio in peius inicial y los de la prác-
tica de la prueba que hemos detallado más arriba, derivando las 
conclusiones pertinentes.

Un año y tres meses después de presentado, la Sección 1ª de 
la Sala 1ª del TC inadmitió el recurso argumentando “manifiesta 
inexistencia de violación de derecho tutelable en amparo”. O 
sea y de nuevo en los términos que aquí importan, validando el 
relato “oficial” de los hechos realizado por la Sección Sexta, va-
lidando, pues, el efecto Rashomon en un supuesto en el que pa-
recía obligada la aplicación del brocado “Da mihifactum, dabo 
tibi ius”. 

Pese a todo lo anterior, el recurrente aún seguía pensando 
que no procedía validar el efecto Rashomon por lo que, final-
mente, llevó el asunto ante el Tribunal Europeo de Derechos 
Humanos (TEDH) y planteó demanda contra el Reino de España 
(D. 32.905/16), argumentado esta vez la presunta violación del 
“derecho a un recurso efectivo” establecido en el artículo 13 
del Convenio Europeo de Derechos Humanos. En concreto, 
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argumentaba que no tenía sentido alguno hablar de “recurso 
efectivo” si un órgano jurisdiccional, al dictar sentencia, podía 
modificar los hechos objeto último del pleito documentalmente 
probados así como omitir la práctica de la prueba realizada 
como presuntamente era el caso.

De nuevo en los términos que aquí importan, se volvía a re-
clamar, no ya con la Constitución Española vigente, sino con el 
Convenio Europeo de Derechos Humanos, una especie de, por 
así llamarlo, “derecho a los hechos”. El derecho a la no modifi-
cación de los hechos objeto del proceso y de los ocurridos du-
rante el proceso. Dicho a contrario, la no aceptación del efecto 
Rashomon en casos en los que se dirimieran hechos “sencillos”, 
en cuanto documentalmente probados. 

Pocos meses después, una formación de juez único decidió 
inadmitir la demanda al “no cumplirse los requisitos de admisi-
bilidad”. La notificación de esta decisión especificaba, además, 
que no se daría ninguna explicación adicional al respecto y que 
el expediente “de acuerdo con las directivas del Tribunal” sería 
destruido al cabo de un año.

6. A modo de conclusión: Pos-justicia y derecho a los 
hechos

Desde luego no es el momento de analizar en detalle estas de-
cisiones del TC y del TEDH. No tiene mayor sentido señalar, aquí 
y ahora, que, en opinión del recurrente, la decisión del TC era in-
correcta pues la modificación de los hechos sencillos de la especial 
reformatio in peius inicial y la exclusión de la práctica de la prueba 
serían manifiestas violaciones del artículo 24 CE. Tampoco procede 
señalar que el recurrente estaba plenamente convencido de que 
cumplía los requisitos de admisibilidad establecidos en los artículos 
34 y 35 del Convenio Europeo de Derechos Humanos y que, por 
tanto,  no entendía por qué el TEDH no había entrado a valorar el 
“derecho a los hechos” que se alegaba.

Lo que aquí importa es que, con sus decisiones, tanto el TC 
como el TEDH vinieron a validar la actuación de la Sección Sexta de 
la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional. 



Aurelio de Prada García

62

En otras palabras, validaron el relato “oficial” de los hechos, con 
lo cual resulta obligado reconocer, una vez más, que el efecto 
Rashomon tiene plena eficacia incluso cuando los Tribunales actúan 
sobre hechos “sencillos”, en cuanto documentalmente probados. 

Ahora bien este reconocimiento obligado solo puede servir 
como conclusión provisional, pues parece asimismo obligado in-
dagar en las causas últimas por las que los relatos “oficiales” de los 
hechos realizados por las Secciones Quinta y Sexta de la Sala de lo 
Contencioso Administrativo de la Audiencia Nacional no coinciden 
con los hechos “sencillos”, documentalmente probados. Habría, 
pues, que relatar nuevos hechos: los que habrían llevado a los ma-
gistrados de la Audiencia Nacional a hacer semejante relatos “ofi-
ciales” y a los del TC y del TEDH a validar el segundo de ellos.

Por decirlo en los términos del llamado “realismo jurídico”, 
habría que indagar si es que, quizás, los magistrados no habrían 
reaccionado a los hechos “sencillos” objeto último del caso sino 
a los subyacentes a dichos hechos (LEITER2012, 101). Más aún, 
habría que indagar también si tales relatos “oficiales”, tales mani-
festaciones concretas en sede judicial del efecto Rashomon no ha-
brían de considerarse, más bien, una suerte de “pos-justicia”, por 
así llamarla, en el sentido de que exigen una de-construcción de  
los hechos “sencillos”, documentalmente probados, objeto último 
del caso. Pero todo ello, ciertamente, supera los límites asignados 
a estas líneas.
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